
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICA E INTERIOR

ASUNTO: RESOLUCIÓN DE DENEGACIÓN DE ACCESO INFORMACIÓN

Con fecha 26 de mayo de 2022 tuvo entrada en el registro de esta Consejería la siguiente 
solicitud de acceso a la información pública, referida a:

“Listado de invitados al acto oficial por el Día del Dos de Mayo en la Real Casa de Correos. 
Solicito la relación completa de nombre y cargos. Muchas gracias.”

Una vez analizada la información solicitada, se ha comprobado que afecta a materias 
sobre las que actúan alguno de los límites recogidos en el artículo 34 de la Ley 10/2019, de 
10 de abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid en relación con 
el artículo 14 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno.

Por todo ello, de conformidad con lo establecido en los artículos 30, 34, 35 y 43 de Ley 
10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid, la 
Secretaría General Técnica

                                                  RESUELVE

Denegar el acceso a la información solicitada por concurrir la causa prevista en el artículo 
15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 10/2019, de 10 de 
abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid, la protección de datos 
personales en aplicación de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección
de datos de carácter personal y garantía de los derechos digitales, así como por el 
Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 
2016, y por tanto podía afectar al derecho al honor y a la intimidad personal (art. 18.1
de la Constitución).

El citado artículo 35 de la Ley de Transparencia y Participación de la Comunidad de Madrid 
(en adelante LTPCM) dispone en su apartado 3 que “Cuando la información solicitada no 
contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el 
acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación de 
la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información 
solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal.

Para la realización de la citada ponderación, el órgano tomará particularmente en 
consideración los criterios establecidos en el artículo 15.3 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, así como los 
criterios de aplicación que puedan adoptarse conforme a lo previsto en la disposición adicional 
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quinta de la misma Ley. Tendrá también en cuenta los criterios que adopte la Agencia 
Española de Protección de Datos y el Consejo de Transparencia y Participación de la 
Comunidad de Madrid, en cuanto a la protección de datos personales.”

Los criterios de aplicación que establece el artículo 15.3 de la Ley 19/2013 son los siguientes:

“3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el 
órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente 
razonada del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los 
afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho 
fundamental a la protección de datos de carácter personal.

Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en 
consideración los siguientes criterios:

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos 
en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho 
de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, 
científicos o estadísticos.

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos 
únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos.

d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos 
en el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de 
edad.”

Por último, en cuanto a los criterios previstos en la Disposición adicional quinta de la Ley 
19/2013, el Criterio interpretativo CI/002/2015 agencia española de proteccion de datos y 
consejo de Transparencia y buen gobierno sobre la “Aplicación de los límites al derecho de 
acceso a la información”, señala lo siguiente:

Los artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013 establecen los límites del derecho de acceso a la 
información pública, y el proceso de aplicación de las citadas normas comprende varias fases 
sucesivas: 

Valorar si la información solicitada o sometida a publicidad activa contiene o no datos 
de carácter personal, entendiéndose por éstos los definidos en el artículo 3 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal 
(en adelante LOPD).
En caso afirmativo, valorar si los datos son o no datos especialmente protegidos en
los términos del artículo 7 de la LOPD.
Si los datos de carácter personal contenidos en la información no fueran datos
especialmente protegidos, valorar si son o no exclusivamente datos meramente
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identificativos relacionados con la organización, el funcionamiento o la actividad
pública del órgano o entidad correspondiente.
Si los datos contendidos son exclusivamente identificativos relacionados con la 
organización, el funcionamiento o la actividad pública del órgano o entidad, la 
información se publicará o facilitará con carácter general, salvo que en el caso concreto 
prevalezca la protección de datos personales y otros derechos constitucionalmente 
protegidos sobre el interés público en la divulgación.
Si los datos de carácter personal no fueran meramente identificativos y relacionados
con la organización, el funcionamiento o la actividad pública del órgano o no lo
fueran exclusivamente, efectuar la ponderación prevista en elartículo 15 número 3 de 
la LTAIBG.
Finalmente, una vez realizados los pasos anteriores, valorar si resultan de aplicación 
los límites previstos en el artículo 14, que, a diferencia de los relativos a la protección 
de los datos de carácter personal, no se aplican directamente, sino que de acuerdo
con la literalidad del texto del número 1 del mismo, "podrán" ser aplicados.

Como conclusión, se señala lo siguiente:

a) Los artículos 14 y 15 de la LTAIBG regulan los límites del derecho de acceso a la
información que no operan de forma automática, sino que habrán de ser aplicados de
acuerdo con las reglas de aplicación y los elementos de ponderación que establecen
la citada Ley y la LOPD.

b) El orden de ponderación opera desde el artículo 15 al 14 con valoración de los
elementos que modulan la toma de decisiones.

A la vista de lo anteriormente expuesto, en el presente caso, resulta que en la 
solicitud de acceso a la información no se justifica un interés público en la divulgación 
de la información que haga necesario ponderar dicho interés sobre los derechos de 
los afectados cuyos datos puedan aparecer en la información solicitada, más allá de 
aquellas autoridades que es de público conocimiento que asistieron al acto, 
prevaleciendo por tanto la protección de datos personales, derecho 
constitucionalmente protegido, por lo que no se facilitan los nombres de los invitados 
al acto.

No obstante, se adjunta un listado de las instituciones cuyos principales 
representantes fueron invitados al acto.
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Contra esta resolución cabe interponer:

1. Con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía judicial contencioso 
administrativa, la reclamación regulada en el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, ante
el Consejo de Transparencia y Participación de la Comunidad de Madrid, en el plazo 
de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación de la presente resolución.

2. Recurso ante el órgano competente de la jurisdicción contencioso-administrativa, en 
el plazo de dos meses contados desde el día siguiente al de la notificación del 
presente acto. 

En Madrid, a fecha de firma
EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO




